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3. Es doctrina reiterada y constante de esteTribunal
que «la dimensión externa de un asunto no puede
servir para. realizar una interpretación expansiva
del arto 149.1.3 C.E. que venga a subsumir enlacom­
petencia estatal toda medida dotada de cierta incidencia
exterior, por remota que sea, ya que si así fuera se pro­
duciría una verd~dera reordenación del propio orden
constitucional de distribución de competencias ·entre el
Estado y las Comunidades Autónomas)) (STC 80/1993,
fundamento jurídico 31, Que remite a pronunciamientos
anteriores y que es reproducido en la más reciente
.STC·165/1994, fundamento jurídico 5.°).

En el asunto ahora enjuiciado no se cuestiona la com­
petenciadelEstado para. suscribir Tratados de Coope­
ración Turística. Antes bien, lo único que se discute es
la forma de dar cumplimiento en el orden interno a los
compromisos internacionaies previamente asumidos, en
punto a la concesión de. ciertas ayudas económicas a
estudiantes extranjeros, lo que constituye -y así se con­
figura jurídicamente por la Resolución impugnada- una
actividadsubvencional .de fomento de la cooperación
y el intercambio ..en materia turística. En este sentido,
convje.ne recordar, por su proyección al caso presente,
la doctrina de la STC. 13/1992 [fundamentos jurídi­
cos 7.° y 8.° b)], en la 'que se declarÓ que cuando el
Estado ostenta un título competencial genérico de inter­
vención que se superpone a la competencia de las Comu­
nidadesAutónomas sobre una materia, puede consignar
subvenciones de fomento en sus Presupuestos Gene­
rales: especificando su destino y regulando sus condi­
ciones esenciales de otorgamiento hasta donde lo per­
mita su competencia genérica, pero siempre que deje
un margen a las Comunidades Autónomas para con­
cretar con mayor detalle la afecta.ción o destino o, al
menos, para desarrollar o complementar la regulación
de las condiciones de otorgamiento de ,las ayudas, salvo
que la naturaleza de la medida haga imprescindible la
gestión dir~cta y centralizada para asegurar su· plena
efectividad dentro de la ordenación básica del sector,
para garantizar iguales posi,bilid~des de obtención y dis­
frute por parte de sus potenciales destinatarios o, por .
último, cuando dicha centralización. sea un medio nece­
sario para evitar que se sobrepase la cuantía global de
los fondos destinados ala subvención.

4. Esto sentado, en el asunto ,que ahora enjuiciamos,
al igual que en el resuelto por la"STC 330/1993, con
el que guarda cierta similitud desde el punto, de vista
competencial, ni el hecho de que la actividad subven­
cionada·tenga un alcance exterior al territorio nacional,
ni erque sea fruto deun Convenio celebrado entr~ Esta­
dos, són elementos .suficientes para' justificar la intro­
ducción de una excepción a la regla general de la par­
ticipación de las Comunidades Autónomas en activida­
des de natur.aleza subvencional que afecten a materias ,
sobre. las que ostentan algún títula.'cof11petencial.

En efecto, aunque en el caso presente d'eba man­
tenerse una cierta unidad tanto en la convocatoria como
en la ulterior gestión de las ayudas, como consecuencia
de que éstas tienen por destinatarios a estudiantes
extranjeros, nada impide, sin embargo, que el .Estado

,establezca ex ante, a través de distintas técnicas de coo­
peración o, incluso, de cofinanciación, cauces partici­
pativosdelas distintas Comunidades Autónomas con
competencia sobre la materia, que permitan a estas últi­
mas el desarrollo de e~ta actividad de fomento y de
intercambio recíproco en materia turística, sin perjuicio
del efectivo cumplimiento por el Estado de sus obliga-
ciones internacionales. .

Debe concluirse, pues, que la Resolución impugnada,
al no prever ningún tipo de participación de laComu­
nidad Autónoma del País Vasco en la convocatoria y
gestión de las referidas ayud~s, ha desconocido el sis-

tema de dis.tribución de competencias establecido en
la' Constitución y en el Estatuto de Autonomía de esa
Comunidad Autónoma. Obviamente, no es tarea de este
Tribunal determinar cuáles hayan de ser tos concretos
cauces a cuyo través se instrumente la mencionada par- ,
ticipación de las Comunidades Autónomas., Cumple rei­
terar, sin embargo, la necesidad de· establecer meca­
nismos de cooperación y 'colaboración entre el Estado '!

y las Comunidades Autónomas en ámbitos como el pre- .
sente, en los que concurren distintos títulos competen­
ciales en la realización de una misma actividad de sub­
vención(SSTC 201/1988, 1311992 y 330/1993, entre
otras).

5. Antes de dictar nuestro fallo, debemos precisar
sú alcance con arreglo a·las facultades que el arto 66
LOTC confiere a este Tr,ibunal. En el caso presente, tanto
lo impetrado por la parte actora en la súplica de su
demanda, como el carácter cerrado del ejercicio eco:­
nómico a que se refiere la Resolución impugnada y la
necesidad de no ocasionar perjuicio alguno a los bene-
ficiarios de las ayudas ya otorgadas, aconsejan que en
el fallo tan sólo se declare que la Resolución traída a
conflicto no ha' respetado er orden constitucional y esta­
tutario de competencias, sin contene'r ningún otro pro­
nunciamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑÓLA, ,

Ha decidido

Estimar el conflicto de c0rt:lpetencia y, en conse­
cuencia, declarar' que la Resolución impugnada no ha
respetado el- orden constitucional y estatutario de com-
petencias.· <

, 1

Publíqu,ese esta Sentencia en el «Boletín Oficiat del
Estado)).

,Dada ~n Madrid, a cinco de diciembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Alvaro RodríguezBereijo.-José
GabaJdón López.-Fernando García-Mon y González-Re- ~
gueral.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafaelde Mendizábal
Allende.-Julio D'iego González Campos.-Pedro Cruz
Villalón.-Carles ,ViverPi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadi-
1I0.-Manuel .Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Tomás S. Vives Antón.-Firmado y rubri-
cado. '

Sala Segunda. Sentencia 176/1995, de
11 de diciembre de 1995. Recurso de amparo
1.421/1992. Contra Sentencia·condenatoria
de la Audiencia Provincial de Barcelona dic­
tada en vía' de apelaCión, en procedimiento
abreviado seguido por delito de injurias y de
escarnio de cbnfesión religiosa a consecuen­
cia ,de la publicación en España del álbum
((Hitler=SS)). Supuesta vulneración del dere­
cho a la libertad de expresión' y a comunicar
libremente información: límites constituciona­
les de los derechos fundamentales.

La' Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
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de MendizábalAllende, donJulio Diego González Cam­
-pos, dOACarlesViver Pi-Sunver V don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN,NOMBRE DEL REY

la siguient~

SI:NTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.421/92, interpuesto
por don _Damiáh Carullá Balagué, a quien 'representa el
Procurador de los Tribunales don Francisco de Guinea
V Gauna, con asistencia del Letrado don Jordi Perales
Class, contra la Sentencia que la Sección Tercera de
la Audiencia Provincial de Barcelona dictó el 11 de mayo
de 1992 en procedimiento abreviado seguido por delito
de injurias. Han comparecido el Ministerio Fiscal V las
Asociaciones «Amical de M-authausen)~ V «B'Nai B'Rith
de España», la primera representada por el ProGurador
de los Tribunales don Emilio Alvarez Zancada, bajo la
dirección def Abog-ado d.on Mateo Seguí, vla otra, por­
el Procurador don Carlos de Zulueta Cebtián con la asis­
tencia letrada de don Jorge Trías Sagnier, siendo.Ponente
el Magistrado don. Rafael de Mendizábal Allende, quien
~xpÍ"esa el parecer de l~ Sala.

1. Antecedentes

. 1. Don Damián"Carullá Balagué, en escrito presen­
tado el 4 de junio de 1992,_ interpuso el recurso de- ­
amparo de que se hace mérito en el encabezamiento,
donde se dice que en 1990 las Asociaciones «Amical
de Mauthausen» V «B'Nai B'Rith de España» formularon
sendas denuncia V querella contra él Vdon Felipe Borrallo
Rubio, en sus respectivas condiciones de director Veditor
de las publicaciones de la editorial Makoki, S.A., por la
comisión de los-delitos de injurias graves (art. 458 C.P.)
Y de escarnio de confesión religiosa (art. -209 C.P.) a
consecuencia de la· publicación en España del álbum ­
«Hitler=SS», del guionista Gourio V del dibujante Vui­
lIemin, ambos de nacionalidad francesa.
_ Admitidas la denúncia y la querella a trámite, el Juez

de Instrucción núm. 24 de Barcelona acordó el secuestro
de la edición V de sus moldes en Auto de 20 de julio
de' 1990. Una vez conclusa la instrucción, .Iasactua­
ciones fueron remitidas al Juez de lo Penal núm. 3,de

~ la misma ciudad, que, el ,29 de enero de 1992, dictó
Sentencia absolutoria. Esta Sentencia fue recurrida en
apelación 'por las antedichas Asociaciones V revocada
por otra de la Audiencia Provincial (Sección Tercera) con
fecha '11 de'mayo del mismo año, en la cual fue Gon­
denado el hoy demandante, como autor de un delito
de injurias,. a las penas de un mes y un día de arresto
menor V cien mil pesetas de ·multa, con dieciséis -días
de arresto_sustitutorio en caso de impago, así como al
abono de las costas procesales. _

En la demanda de amparo se dice que la creación
y publicación del álbum «Hitler==SS» se· enmarca en el
renacimiento en Europa de ideas V corrientes de claro
contenido neonazi VrevisiGnistas de los acontecimientos
históricos acaecidos durante la Segunda Guerra M~ndial,

concretamente de la existencia de un genocidio V de
la planificación de un exterminio de las -razas conside­
radas inferiores o subordinadas a la aria, como era, entre
otras muchas, la judía. Dado el auge, tanto ideológico
como social de tales doctrinas, que no cabe olvidar tuvie­
ron un importante apoyo electoral en Francia, país natal
de los autores Vuíllemin V Gourio, con el fenómeno Le
Pen, aquellos se,plantearon la realización de un cómic
en el que satirizar -V ridicurizar, con elgrafismo y el len­
guaje que le es propio el fenómeno cüstorsionador o
negador de la existencia de los campos de exterminio'
nazis, tomando como idea estandarte las frases Vescritos

del líder de la extrema derecha francesa Le Peno Cobra
por ello todo su sentido la apostilla crítica Vsatírica con­
tenida en el libro de que «todo parecido con seis millones
de personas que jamás han existiqo es pura coinciden­
cia», frase atribuida precisamente a dicho dirigente polí­
tico. Por lo· tanto, en modo alguno pueden identificarse
las expresiones o manifestaciones ,contenidas en el
álbum con la ideología o pensamiento propio de sus
autores V de los directores que hayan podido adquirir
los derechos de edición de lá obra. Esta disociación resul­
ta elemental V básica para la apreciación, en su caso,
de la existencia del animus o intencionalidad que pudiera
revestir carácter delictivo. -

Así las cosas, la condena impuesta infringe el
art. 20 de la Constitución, pues la actuaciQn del deman­
dante de amparo sé ha limitado única- V exclusivamente
a decidir la adquisición de los derechos _de edición y
posterior publicación en nuestro país de los relatos que
conforman dicho álbum, sin que por ello en él concurra
el necesario ariimus iniurandi. La decisión de un director
de revista de publicar un trabajo ajeno, por discutible
o polémico que éste pueda ser, jamás puede abocar
a una condena penal por la comisión de -un delito de
injurias, puesto que ello coarta irreparablemente su liber­
tad ideológica V de expresión en contra de lo previsto
en la normativa constitucional. Esa condena, sin- analizar
las concre,as circunstancias V los verdaderos objetivos
de su ediciór), avala que -paralelamente- se prohíba
la obra de Salam Rushdie V hace incomprensible que
se permita la edición de obras como «Mi lucha» de Hitler.
La' tesis contenida en lá Sentencia -recurrida conduce
auna rígida V severaautocensura previa o a un previo
control administrativo o judicial, a modo de filtrocali­
ficador, que expresamente prohíbe el arto 20.2 de la
Constitución. Finalmente, los arts. 13 V 15 del Código
Penal, cuyo contenido ha matizado la jurisprudencia del
Tribunal Supremo, han sido derogados por la Consti­
tución. No puede condenarse a alguien por el mero
hecho de que los autores reales no sean conocidos, no
estén domiciliados en España o estén exentos de res­
ponsabilidad criminal.

La demanda concluye con la solicitud de que -este
Tribunal dicte Sentencia en la que, otorgando el amparo
solicitado, declare la nulidad de la Sentencia recurrida,
reconociendo el derecho del demandante al libre ejer­
ciciode la libertad de expresión' y. la libre difusión de
sus opiniones, ideas V pensamientos y, por lo tanto, a
editar el álbum «Hitler=SS»~ por no revestir el mismo
carácter injurioso, vejatorio o de menosprecio para per­
sona o colectividad alguna. También se interesó que,
entre tanto, s~ dejara en suspenso la ejecución de la
Sentencia impugnada.

2. La Sección Tercera, en providencia de 16 de
noviembre de 1992, decidió poner de manifiesto al Fiscal
V al recurrente la posible concurrencia de la causa de
inadmisión prevista en el arto 50. 1 cl de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, consistente en la manifiesta
falta de contenido constitucional de la demanda. El tras­
lado fue evacuado mediante,sendos escritos presentados

. Ejl 4 y el 5 de diciembre, respectivamente, v' en pro­
videncia de 21 de diciembre, la Sección admitió a trámite
la demanda, requiriendo de la Sección Tercera.de la
Audiencia Provincial V del Juez de lo Penal núm. 3 de
Barcelona la remisión de las actuaciones., con empla­
zamiento de quienes fueron parte en el proceso para
que pudieran comparecer en este de ampar:o; si les con­
viniere. En otra providencia simultánea, la Sección acor­
dó también que se formára pieza s.eparada, concediendo
al Fiscal V al demandante un plazo de tres días para
que pudieran alegar cuanto 'estimasen oportuno acerca
de la suspensión solicitaqa~ Evacuado el trámite por
ambas partes mediante sendos escritos presentados el
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14 Y el 15 de enero de 1993, respectivamente, en' el
Auto de 25 de enero se dejó en suspenso la Sentencia
impugnada por lo que toca al cumplimiento de la pena
privativa de libertad.

Las Asociaciones «B'Nai B'Rith de España» y «A"1ical
de Mauthausen» se personaron el 26 de marzo y el 18
de mayo, por lo que se las tuvo por parte en providencia
de 4 de noviembre, donde, a la vez,' habiendo sido reci­
bidas las actua'ciones, se dio vista de ellas, por plazo
común de veinte días, a todos los comparecidos en la
litis, para alegaciones.

3. La Asociación «Amical de Mauthausen» las eva­
cuó en escrito presentado el 3 de diciembre, donde rati­
fica la denuncia que en ·su día presentó, sosteniendo
que la publicación del álbum «Hitler=SS» constituye un
délitode injurias. No cabe desconocer el principio cons- ,
titucional de libertad de expresión, pero esta libertad
no puede causar agravio de obra o de palabra, ser un­
hecho o dicho contra toda razón y justicia' y amparar
la injuria. Por ello solicita que sea dictada Sentencia ade­
cuada a Derecho.

. 4. A su vez, la Asociación «B'Nai B'Rith de España»
formuló sus alegaciones el 4 de diciembre afirmando
que en la demanda de amparo se' plantea un conflicto·
entre las libertades reconocidas--por el arto 20 de la Cons­
titución,en concreto, la libertad de expresión garantizada
en el apartado 1 d) -sio- y otros derachosy bienes
jurídicamente protegidos, como es el del honor, inhe­
rente a la dignidad de las personas que sufrieron los
horrores en los carnposde exterminio del naéionalso­
cialismo durante la Segunda Guerra 'Mundial. A esté pro­
pósito debe d~stacarse un defecto formal en la demanda
de amparo, ya que no contiene razonamiento alguno
que ponga 'en relación la libertad de e?<presión con la
Sentencia recurrida ni sobre las circunstancias por las
que ésta restringe el ejercicio de la libertad. de expresión,
fuera de la invocación genérica y sesgada de la doctrina
del Tribunal Constitucional. La fundamentación jurídica
de la demanda se centra en la perspectiva penal de
los arts. 13 y 15 en relación con los 457 y siguientes
del Código Penal. En cuanto al fondo, debe coincidirse
con la Sentencia recurrida, en la que, tras un preciso
y razonado estudio dél libreto denominado «Hitler=SS»,
se declara que el secuestro de la publicación «no puede
confundirse con una limitación al derecho a .expresar
libremente opiniones», ya que no puede ampararse en
el ejercicio d~J mismo el relato con expresiones irres­
petuosas, hirientesy groseras del exterminio en los cam­
pos de concentración nazis. Consecuentemente, procede
denegar el amparo solicitado. '

5. El Fiscal, en escrito presentado ellO de diciem­
bre, solicitó también la desestimación del amparo..La
falta de consistencia de la alegada derogación del arto
15 del Código Penal se pone de manifiesto en la propia
demanda, según la cual el recurrente decidió 'Ia adqu~­

sición de los derechos, de edición' y posterior publicación
en nuestro país del cómic litigioso. Si los autores de
éste no residen en España, la acción penal debe dirigirse
contra el director de la publicación, posibilidad que 'este
Tribunal ha consagrado en su STC 336/1993. Tampoco
debe prosperar la quiebra del art. 20.2 de la Constitución,
pues no existe.. en autos censura previa alguna, como
se deduce de la doctrina sentada en la STC 171/1990. '
En cuanto a la vulneración del arto 20. 1 de la Cons­
titución, se invocan las libertades de expresión, creación
artística e información, sin individualizar cuál de ellas
es la concretamente 'ejercitada. Incluso se alude· inci­
dentalmente a la libertad ideológica del art. 16. 1, aunque
no se alegue formalmente. En cualquier caso, tales liber­
tades poseen un valor preferente siempre que se ejer-

citen dentro del ámbito constitucionalm~nteprotegido.
Ahora bien, si se ha transgredido dicho ámbito, carecen
de carácter de límite expreso al derecho al honor y será
'éste el que deba prevalecer.

Este Tribunal se ha pronunciado "también respecto
a' la licitud constitucional de la libertad ideológica, de
expresión e información cuando contengan manifesta:­
ciones xenófobas en su STC214/1991. De acuerdo
con la doctrina' contenida en la misma, no debe caber
duda alguna de la realidad del ataque al honor del pueblo
judío y de todos sus integrantes que sufrieron los horro­
res de los campos de concentración, quienes; sin duda,
como los miembros de las AS,ociaciones denunciante
y querellante, se sintieron vejados' cón . la publicación
del cómic de autos. Si. existe, pues, un ataque al honor
y su manifestación no se encuentra amparada por las
libertades del art. 20. 1 de la Constitución" puesto que
no se ha hecho uso' legítimo de las mismas, hay que
concluir que la ponderación efectuada por los órganos
jurisdiccionales es' adecuada a los parámetros consti-
tucionales y debe s~r c·onfirmada. ,

El resto de las alegaciones afectan a cuestiones de
legalidad ordinaria. En efecto, la subsunción de los
hechos en la norma penal, la valoración del animus iniu­
randi y la exclusión justificadora del animus iocandi son
temas que pertenecen en exclusiva a los Tribunales de
la jurisdicción ordinaria, por imperativo de lo dispuesto
en el arto 117.3, de la Constitució". En definitiva, existe
una resolución fundada en Derecho...que aplica unos valO­
res de los bienes jurídicQs «honor» y «libertad de expre­
sión» que se atienen a los parámetros constitucionales
y que efectúa una adecuada ponderación entre .los
mismos.

6. El demandante de amparo dejó transcurrir el pla­
zo abierto para álegaciones sin formularlas..

7. Mediante providencia de 7 de diciembre de 1995,
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia
el día 11. del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. Si configurar con la mayor nitidez posible el obje­
to del amparo es siempre conveniente para hacer ase­
quible el razonamiento y dar claridad a su exposición,
como parte de la cortesía forense, en' algunos casos
-como este- sirve para deslindar desde el principio lo
que está fuera del debate y lo que ha de permanecer
dentro. Pues bien, desde la perspectiva dual que es ·pro­
pia de este elemento del proceso, se pretende la nulidad
de una Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona
donde'se condena al aquí demándante por la comisión
de un delito de" injurias como transgresora de la libertad
de expresión. Esta y el derecho al honor son 'los valores
constitucionales en juego, protagonista y antagonista en
un tal planteamiento según se mire, sus únicas dramatis
personae. Dicho lo cual, caen por su propio peso y se
desgajan una serie de cuestiones que pertenecen al pIa­
no de la legalidad, s,in dimensión constitucional. La prin­
cipal, en su doble acepción de primera y más impOrtante,
la concurrencia, o no, del animus iniuriandi o de su antí­
doto, er animus.iopandi, que son la columna vértebral
de la argumentacion desarrollada en la demanda.

La existencia de esa 'intención o de ese propósito
concreto de, ofender, cuya intensidad enerva y puede
llegar a volatilizar el talante jocoso, desde la sátira al
humor, con todas sus gradaciones o matices, es un com­
ponente subjetivo del delito de injurias, 'con el trasfondo
del honor como bien jurídico protegido -arto 18.1 de
la Constitución-, fundamento' a su' vez de la llamada
antijuridicidad material. En suma, ese rasgo es un aspec­
to del «tipo» Q descripción estereotipada de los com-
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,'portamientos punibles. contánidos en los arts. 453 y
457 del Código Penal. Decidir si se da o no se da forma.
parte de la operación de encajar lo sucedido enla norma,
subsunción en ella del supuesto de hecho. con la con­
siguiente calificación jurídica. Esta operación supone
-por un lado..;.. la sele~ción ~e la norm~" incluso en s';1
dimensión temporal (vigencia, retroactividad, ultraactl­
vidad) y espacial (territorialidad), con su interpretación
(STC 133/1995) y --:por e,l ~tro- la acot~ción de la re~­
lidad por, medio de la actividad p.r?batona., con, el re~l­

bimiento a .prueba. la comprobaclon de su pertinenCia,
la práctica y la valoración de la legitimidad de su <?~t~n­
ción y de su fuerza convincente. Todo ello es en definitiva
el, contenido de la potestad de juzgarí tal y como ha
sido, diseñada por este Tribunal, Constitucional" corres­
pondiente con car~cter exclusivo y excluy~~te a los Jue­
ces y Tribunales titulares del Poder JudiCial, que han
de ejercer esa función jurisdiccional con abs~lu!a inde­
pendencia, vale decir con plena libertad de cnteno,sol~­
mente sometidos. al imperio de la Ley y el Derecho, sin
interferencia. alguna. En c~nsecuencia, cae,:, ~~era de
nuestro ámbito tales cuestiones, como advlrtlo en su
momento el.Fiscal y deben quedar excluidas desde ahora
mismo. ,dejando' tan ,sólo para el debate, aquellas otras
que tienen una dimensió,n constituc.ional. . , ,

Desde otra perspectiva, esa misma Incognlta, con­
sistenteen averiguar si se da un sedicente animus iDea/}­
di que neutralizaría el iniuraf?C!i, cuya efi~acia exculp,ator!a
aceptó, el Juez de lnstrucclon pero niega la AudlE;lncla
Provincial, nos lleva' deja mano a ,su encuadramiento
en el sistema de recursos para cuya configuración se
utilizan variadas modalidades y diversos tipos, entre ellas
la apelación. Su~ naturaleza, de medio de impugnación
ordinario está fuera de debáte e implica. con el llamado
efecto devolutivo, que el juzgador ad quem asuma la
plena jurisdicción' sobre el cas9, ,en idéntica situación
que el Juez a ql.!O no sólo por lo que ~especta ~, la sub­
sunción de Jos hechos en la norma SinO tamblen para
la determinación de tales hechos a través de la valoración
de la prueba. En tal sentido hemos explicado muchas
veces que el recurso de apelación otorga plenas facul­
tades al Juez o Tribunal ad quem para resolver cuantas
cuestiones se plantean, sean d~ he~ho o de Derecho,
por tratarse 'de un recurso ordinariO que permite un
novum iuditium (SSTC 124/1983, 54/1965,
145/1987, 194/1990 Y21/1993).

En consecuencia., es tan posible como frecuente la
disparidad de criterio entre los Jueces y Tribunale~, de
primera y segunda instancia, sistema por otra. partelrt'e­
prochable desde u~a per~pectiva" ~on~ti!ucional. como
se ha visto. yen tal disyuntiva la propla logrta del sistema
da prevalencia a la decisión deq\)ien res,uelve el r~curso
de apelación (STC 124/1983). En cambiO, e~te Tn~una!
Constitucional, que no ejerce una, tercera mstanCla 01
tampoco funcionescasacionales, inherentes una Yo otras
al juicio de legalidad privativo de la potestad de Juzgar
que la Constitución encomienda a los Órganos del P~der
Judicial, no tiene por qué, revisar las ralones en Virtud
de las cuales un órgano judicial otorgue mayor peso_
específico a un elemento del tipo que a su antídoto o
factor de exclusión de la ilicitud penal. Es claro, pues,
desde esa perspectiva de la legalidad, que la Audiencia
de Barcelona noextravasólas funciones de Juez de la
apelación, siendo razonable y razonada su decisión, y
por ello carece de fundameQtosólido tal reproche. Por
lo tanto, el problema, aquí y ahora, consiste enanaHzar
la diménsión constitucional de tal decisión judicial.

2. La Consti'tución Española reconoce y protege los
derechos «a expresar y difundir libremente los pensa- .
mientos, ideas y opiniones)) así como a «comunicar y
recibir libremente información)) a través .. de la palabra
por de pronto y también a'través de cualquier otro m~dio

de difusión (art. 20 C.E.). Por su parte ,el Converiiode
Roma de 1950 les dedica su arto 10, según el cual «tóda
persona tiene, derecho a la libertad de expresión)). co!'"
las dos subespecies, a las que luego hemos de aludir
necesariamente, a cuya luz han de ser interpretadas las
propias normas constitucionales relativas a Jos derechos
y libertades fundamentales (art. 10 C.E.; SSTC
138/1992 y 76/1995).

Una disección analítica de las normas de la Cons­
tituciónantesinvocadas, dentro de este contexto, pone
de manifiesto que en ellas se albergan dos derechos
distintos por su objeto y a veces por sus titulares. En
efecto, en un primer aspecto, se configura la libertad
de pensamiento o ideológica, libertad ,de expresión
o de opinión, mientras en otro, se construye el derecho
de información con un doble sentido, comunicarla y reci­
birla. El objeto allí es la idea y aquí la noticia o el ~ato.
Esta distinción, fácil en el' nivel de lo abstracto, no es
tan' nítida en el plano de la realidad donde -como otras
semejantes, por ejemplo hecho y derecho- se mezclan
hasta confundirse, aun cúando en éste, no haya ocurri­
do así.
, En tal sentido se ha pronunciado este Tribunal Cons- ,
titücional desde antiguo y. ha intentado delimitar ambas
libertades. a pesar de las dificultades que en ocasiones
conlleva la distinción entre información de hechos y valo­
ración de conductas personales, por la íntima conexión
de ,una y otra, ya que ccesto no empece a que c~da

una tenga matices peculiares que modulan ~u re~pe?tlv~
tratamiento jurídico, impidiándo el confundlrlas_ Indlscn­
minadamente)). Años después, insistíamos en la tesis
de que la libertad de expresión tiene por objeto p~n-

, samientos, ideasy opiniones, concepto amplio en el cual
deben incluirse también lo juicios de valor. -El derecho
a comunicar y recibir libremente ,información versa en
cambio sobre hechos noticiables y aun cuando no sea
fácil separar en la vida real aquélla y éste, pues I~ ex~~e­
sión de ideas necesita a menudo ap,oyarse en la na"rraclon
de hechos y,a la in\(ersa, ésta' incluye no pocas veces
elementos. valorativos, lo esencial a la hora de ponderar
el peso relativo del 'derecho al honor y cualquiera_ de
estas dos libertades contenidas en ela'rt. 20 de la Cons­
titución es detectar el elemento preponderante en el
texto concreto que se enjuicie en cada paso para situarlo
en un contexto ideológico o informativo (STC 6/1988).

Es evidente que estos dos derechos o libertades no
tienen carácter absoluto aun cuando ofrezcan una cierta
vocación expansiva. Un primer límite inmanente es su
'coexistencia con otros, derechos fundamentales, tal y
como se configuran constitúcionalmente y en las leyes
que los desarrollan, ,entre ellos -muy especialm~nte­

a título enunciativo y nunca numerus clausus, los,dere-
'chosal honor, a la intimidad y a la propia imagen. Así
se expresa el párrafo cuarto del arto 20 de nuestra Cons­
titución. Aqúíla colisión ~e predica del derecho. al hé>!"o~,
aun cuando como premisa mayor del razonamiento Jun­
dico haya que esclarecer cuál :de ambas libertades, tren­
zadas a veces inextricablemente." haya sido la protago­
nista. porque las consecuencias son muy .diferentes en
cada caso si se recuerda que aqemás de los límites extrín­
secos, ya indicados atrás y comunes para una y otra,
la que tiene como ob'jeto la información está sujeta a
una exigencia .específica.

Pues bien. la lectura del 'álbum intitulado ccHitler=SS)),
publicaCión unitaria como contrapuesta a periódica, en
la clasificación de la Ley 14/1966, de Prensa e Imprenta I

(art. 50), pone de manifiesto ante todo que se trata de
una serie en la que con dibujos y texto se compone
un relato, cchistqrietan o cctebeo)). según el Diccionario
de la Real Academia, cómic en la lingua franca de nues­
tros días, con una extensión de casi noventa páginas.
Por su contenido narrativo y su forma compleja, gráfica
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y literaria, es una obra de ficción, sin la menor pretensión
histórica. Por lo tanto, hay que situarlo en principi<fdentro
de una lícita libertad de expresión, en cuya trama dia­
léctica y su urdimbre literaria se entremezclan ingredien­
tes diversos, con preponderancia del crítico, reflejado
en los muy abundantes juicios de valor. Es evidente que
al resguardo de la libertad de opinión cabe cualquiera,
por equivocada o peligrosa que pueda parecer al lector,

- ,incluso las que ataquen al propio sistema democrático.
la Constitución -se ha dicho- protege también a quie­
nes la niegan. En '. consecuencia, no se trata aquí de dis­
cutir la realidad de hechos históricos, como el Holocaus­
to.' La libertad de expresión comprende la de .errar y
otra actitud al' respecto entra en él terreno del dogma­
tismo, incurriendo en el defecto que se combate, con
mentalidad totalitaria. La afirmación de la verdad abscr
luta, conceptualmente distinta de la veracidad como exi- '
gencia de la información, es la tentación permanente
de quienes ansían la censura previa, de la que más abaja
habrá ocasión de hablar., Nuestro juicio' ha de ser en_
todó momento ajeno al aCierto o desacierto~n el plan­
teamiento de los temas o a la mayor o menor exactitud
de las soluciones propugnadas, desprovistas de cualquier
posibilidad' de certeza absoluta o de asentimiento uná­
nime por su propia naturaleza, sin formular en ningún
caso un juicio de valor sobre cuestiones intrínsecamente
discutibles, ni compartir o discrepar de opiniones en un
contexto polémico. Tampoco tiene como misión velar
por la pureza, de los silogismos ni por la eleganciaesti­
lística o el buen gusto.

Los titulares de este derecho subjetivo en que se
traduce al. lenguaje jurídico la libertad de ex~resión en
cualquiera de sus manifestaciones, derecho fundamental
además con una más intensa protección por tal', natu­
raleza,. sus sujetos activos, somos todos los ciudadanos,
sin ceder a la tentación de identificar el fin y los medios,
la función ysus servidores. Ahora bien, existen algunos
cualificados, como. s~>n en principio los periodistas que
prestan un trabajo habitual y retribuido, profesional por
tanto, en los medios de comunicación', como síntesis
de la definición que encabeza el proyecto de~Carta Euro­
pea. En tal sentido ha dicho este Tribunal que la pro­
teccjón constitucional de la libertad de expresión «al­
.canza un máximo 'nivel cuando ... es ejercitada por los
profesionales de la información a través del vehículo ins­
titucíonalizado de formación de la opinión pública que
es la prensa, enterididaeri su más amplia acepción))
(STC 165/1987), donde se incluyen sus modalidades
cinematográfica, radiofónica o televisiva, cuya actividad
hemos calificado también como <<función constitucionah)
(STC 76/1995) por formar parte del sistema de frenos
y contrapesos en que consiste la democracia, según dije­
ron en 1812 las Cortes de Cád~z,para prevenir <ela arbi-
trariedad de los que nos gobiernan)).' ,

, Periodistas han de ser también los Directores de 'Ias
publicac; :mes periódicas o agencias. informativas, con
derecho de veto 'sobre el contenido de todos los ori­
ginales dol periódico, tanto de redilcción como de admi­
nistración y publicidad, reverso negativo de la misión
de mantener la orientación que seJe asigna (arts. 34
y 37 Ley de Prensa). Pero no termina aquí el elenco.
Viene a continuación el editor, que saca a la luz pública
una obra, ajena por lo regular, valiéndose de la imprenta
o .cualquier otra modalidad de las artes gráficas, con
un talante empresarial (arts. 16 y 5 Ley de Prensa), cuya·
facultad más importante, inherente a su condición, con­
siste en seleccionar los textos para publicarlos. Este gru- -,
po de personajes, más el impresor, son a su vez los
eventuales autores de los delitos que se cometan por
medio de la imprenta, grabado u otra forma mecánica
de reproducción según indica el Código Penal vigente

a la sazón (arts. 13 y 15) cuya constitucionalidad no
hemos puesto nunca en entredicho.

3. Presenciamos,' pues, el choque frontal de dos
de'rechos fundamentales, el que tiene como contenido
la libertad de 'expresión y aquel otro queprotege el honor,
desde cuya perspectiva unilateral, ahora, en una segunda
fase del análisis conviene a nuestro propósito.averiguar
cuál -sea su ámbito. En una primera aproximación no
parece ocioso dejar constancia de que en nuestro orde­
namientc;> no puede encontrarse una definición de tal
concepto, que resulta así jurídicamente indeterminado.
Hay que buscarla en el lenguaje de todos, en el cual
suele el pueblo hablar a su vecino y el Diccionario de
la Real Academia (edición 1992) nos lleva del honor
a la buena reputación (G.0ncepto utilizado por el Convenio
de Rom~), la cual -como les ocurre a palabras afines,
la fama o la hQnra- consiste en la opiniÓn que las gentes
tienen de una persona, buena o positiva si no van acom-

.pañadas de adjetivo alguno. Así como este anverso (le
la noción se da por sabido en las normas, éstas en cambio ,
intentan aprehender el·reverso, el deshonor, la deshonra
o la difamación, lo infamante. El denominador común
de todos los ataques o intromisiones legítimas e". el ámbi­
to de, protección de este derecho es el desmerecimiento
en la consideracióA ajena (art. 7.7L.O. 1/1982) como
consecuencia -de Jexpre~iones proferictasen descrédito
o menosprecio de alguien o que fueren tenidas en el
concepto público por afrentosas.

, Todo· ello nos sitúa en el terreno de los demás, que
no son ,sino la gente, cuya opinión colectiva marca en
cualquier lugar y tiempo el nivel de tolerancia o de'recha­
zo./EI contenido del derecho al honor es lábil y fluido,
cambiante yen definitiva, como hemos dicho en·alguna

_otra ocasión, «dependiente de las· normas, valores e ideas
sociales vigentes en cada momento)) (STC 185/1989).
La titularidad de éste derecho subjetivo se asigna, en
la Ley y·en la doctrina legal del Tribunal Supremo, a
la persona, en vida o después .de su muerte, por trans­
misión de ese patrimonio moral a sus descendientes.
Desde' una perspectiva constitucional, los individuos pue­
den serlo también como parte de los grupos humanos
sin personalidad j4rídica pero con una neta y consistente
personalidad por cualquier otro rango dominante de su
estructura y'cohesión, como el histórico; el sociológico,
el étnico o el religioso, a 'título de .ejemplos. Por ello,
puede'n a su vez,' como reverso, resultar víctimas de la
injuria o la calumnia, como sujetos pasivos de estos deli­
tos contra el, honor y así lo dijo el Tribunal Supremo,
en el plano de la legalidad y en su ámbito penal, cuando
dictó la Sentencia de 20 de diciembre de 1990. Aquí
y ahora, es el pueblo judío en ,su conju,nto no obstante
sU dispersión geográfica, identificable por sus caracte­
rísticas raciales, religiosas, históricas y sociológicas, des­
de la Diáspora al Holocausto, quien recibe como tal grupo

, humano las invectivas, los improperios y la descalifica­
ciónglobal.~ Parece justo ql,le si se le ataca a título colec­
tivo, pueda d~fender$e en .esa misma dimensión colec­
tiva y que estén legitimados para ello,. p<;>r sustitución,
personas naturales o jurídicas de su ámbito /cultural y
humano. En definitiva, es la solución que, con un plan­
teamientoinverso, desde la perspectivaJde la legitima­
ciónactiva, aceptó este' Tribunal Constitucional en su
SrC214/1991. .

4. Una vez despejadas las dos incógnitas previas,
que no eran sino la identificación de la libertad en juego

,y el contenido del derecho que le sirve de límite, el paso
siguiente habrá de ser la ponderación' de una y otro,
en el ámbito del arto 20 de nuestra Constitución. Efec­

~tivamente, la libre expresi6n y la no menos libre infor­
mación se configuran en principio como derechos fun­
damentales de la ciudadanía, aun cuando con talante



12 Viernes 12 enero 1996 BOE núm. 11. Suplemento

instrumenta! de una función ,que garantiza ra existencia
de urJa opinión publica también libre, indispensable para
la efectiva consecución del pluralismo político como
valor esencial' del sistema dem'ocrático. Así lo hemos
'reconocido y proclamado, con unas u otraspa1abras,
en más de una ocasión¡ (SSTC 6/1981, 104/1986,
165/1987'y 107/1988, entre otras). El análisis para
sopesar los, derechos en tensión ha de' hacerse aten­
diendo a las circunstancias concurrentes en cada caso,
con una panoplia de criterios convergentes, entre ellos,
por lo que al caso respecta, el tipo de libertad ejercitada,
el interés general de la información y la condición pública
o privada del ofendido.

La ponderación antedicha es, en su esencia, una ope­
ración de lógica jurídica que, en principio, forma parte
del' conjunto de las facultades 'tnherentes ala potestad
de juzgar, privativa de, los Jueces y Tribunales del Poder
Judicial por mandato de la propia Constitución (art.
117.3). En efecto, t~1 potestad comprende la selección
de la norma jurídica aplicable al caso concreto, incluso
en su dimensión temporal, la, interpretación y la sub­
sunción en ella de los hechos, la determinación de éstos
a través de laact"ividad probatoria, con la admisión ,y
pertinencia de los medios propuestos yla libre valoración
del acervo obtenido mediante los efectivamente utiliza­
dos. Si a lo dicho se añade la posibilidad de ejecutar
10 juzgado, para hacer así efectiva la tutela judicial (art.
24. 1 C.E.) queda claro, en un rápido esbozo, el perfil
constitucional de la función judicial. Pues bien, esto que
resulta inconcuso por haberlo dicho así, unay otra vez,
este Tribunal,' veda en efecto que ·actuemos aquí como
una tercera instancia o como una supercasación, pero
no coarta el ejercicio de nuestra propia perspectiva juris-
diccional (art 123 e.E.). " .

En tal Unea discursiva, cüando entran en éonflicto
o· colisión dos derechos fundamentales, como ahora es

, el caso, resulta evidente que la decisión judicial ha de
tener como premisa mayor una cierta concepción de
aquellos derechos y.de su. recíprQca relación o inter­
conexión y, por tanto, si tal concepción no fuera la cons­
titucionalmente aceptable, ·en un momento dado, esa
decisión «como acto del poder público, habrá de repu­
tarse lesiva)) del uno o del «otro derecho fundamental,
sea por haber considerado ilícito su ejercicio, sea por
no haberle otorgado la protección que, de acuerdo con ~
la Constitución y con la Ley, debería otorgarle)) (STC
171/1990). De ahí que la vía de amparo no ya permita
sino imponga" ·en esta sede, el rev'¡sar la ponderación
de los derechos colindantes hecha por el juzgador, desde
la sola perspectiva de la Constitución y limitando nuestro
enjuiciamiento ala finalidad de preservar o restable­
cer el derecho fundamental en peligro o ya lesionado
(art. 41.3 LOTC).

5. Ahora bien, cualquiera que fuere lá condición de
las personas involucradas como autores o víctimas en
una información ,o en una crítica periodística, existe un
límite' insalvable impunemente. «No cabe ,dúda' de que
la emisión de apelativos formalmente injuriosos en cual­
quier contexto, innecesarios para la labor informativa
o de 'formación de la opinión que se realice supone un
daño injustificado a lél dignidad de las personas o al
prestigio de las instituciones,· teniendo en cuenta que
la Constitución no reconoce un pretend,ido derecho al
insulto, que sería por lo demás incompatible con la dig­
nidad de la persona que se proclama en el art 10.1
del texto fundamentah) (STC 105/1990). En tal línea
,discursiva se hace obligado' verificar si en este caso,
partiendo sin vacilación alguna de la más amplia y deseá­
ble libertad de expresión, se extravasÓ el perímetro de
tal derecho fundamental o, por el contrario, s'i su ejercicio
ha podido legitimar de algún modo la conducta que por
la Audiencia Provincial fue calificada, en el plano.de la

legalidad que es el suyo propio, como un delito de injurias
gra"ves, éon escrito y con publicidad (art. 457, 458. 3
y 4 y 459 C.P.), donde se castiga cualquier «expresión
proferida o acción ej,ecutada en deshonra, descrédito
~enosprecio de una persona)), cuya antijuridicidad
material protege el honor de las'personas. Al efecto tene­
mos un dato, el bien jurídico protegido' por esta norma
y, una incógnita, si las palabras y las imágenes utilizadas
en relación con las víctimas del Holocausto lo lesionan
ilegítimamente.

, En el tebeo aquí enjuiciado desde una' perspectiva
estrictamente constitucional, ojeando y hojeando página
tras página, resulta que en él «se relatan una serie de
episodios, cuyos escenarios son los campos de concen­
tración nazis, o campos de' exterminio, con alemanes
de las Schutz-Staffel (SS) y judíos como protagonistas
y antagonistas de «conductas ... inhumanas, viles y
abyectas, con un claro predominio de aberraciones
sexuales»). «El transporte de prisioneros como si fuera
ganado, la burla yel engaño del reparto' de jabón antes
de entrar en. la cámara, el olor deJ gas y de los cadáveres,
el aprovechamiento de restos humanos), con otros
muchos episodios se narran en tono de mofa, sazonando
todo con expresiones insultantes o despectivas (<<ani­
males» o «carroña), entre otras). Así lo dice la Séntencia
impugnada. Gráficamente se acentúa la decrepitud fí­
sica de las víctimas en contraste con el aspecto arro­
gante de sus verdugos. y así hasta la naúsea. La lectura
pone de manifiesto la finalidad global dela 'obra, hurnmar
a quienes' fueron prisioneros en los campos de exter­
minio, no, sólo pero muy principalmente los judíos.

Cada viñeta -palabra y dibujo- es agresiva por sí
sola, con un mensaje tosco y grosero, burdo en definitiva,
ajeno al buen gusto, aun cuando no nos corresponda
terciar en esta 'cuestión, que se trae aquí como signo
externo de ese su talante ofensivo. Ahora bien, importa
y mucho, en este análisis de contenidos, bucear hasta
el fondo· para obtener el auténtico significado del men­
saje.en su integridad. En tal contexto, en lo que se dice
y en lo que se calla, entre líneas, late un conceptQ peyo­
rativo de todo un. pueblo, el judío, por sus rasgos étnicos
y sus cre~ncias. Una actitud racista, contraria al conjunto
de valores protegidos constitucionalmente, Ahora bien,
en este caso convergen además dos circunstancias que
le hacen cobrar 'transcendencia, una de ellas el medio
utilizado, una publicación unitaria -un tebeo-, con un
tratamiento' predominantemente gráfico servido por un
texto· literario, cuyos destinatarios habrán de ser en su
mayoría niños y adolescentes. Por esta condición del
público lector al cual se dirige el mensaje, hay que pon­
de(ar su influencia sobre personalidades en agraz, aun
no formadas por completo en temas que, además, pue­
dan depravarles, corromperles y, en definitiva, deformar­
les (Sentencia del T.E.D.H. de 7 de diciembre de 1976,

. Gasa Handyside).
En definitiva, a ese mensaje racista, ya de por sí des­

tructivo, le sirve de vehículo expresivo un talante libi­
dinoso en la~ palabras y en las gestos o las actitudes
de los personajes que bien pudiera ser calificado, más
de una vez, como pornográfico, por encima del nivel
tolerable para la sociedad española hoy en día y des­
provisto de cualesquiera valores socialmente positivos,
sean estéticos,' históricos, sociológicos, científicos, polí­
ticos o pedagógicos, en una enumeración abierta.' A lo
largo de sus casi cien páginas se habla el lenguaje del
odio, con una densa earga de hostilidad que incita a
veces directa y otras subliminalmente a la violencia por
la vía de la vejación. El efecto explosivo de tales ingre­
dientes así mezclados es algo que la experiencia ante
nuestros ojos permite predecir sin apenas· margen de
error por haber un encadenamiento causal entre unos
y otros. Es evidente que toda ello está en contradicción
abierta con los principios de un sistema democrático
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de convivencia pacífica y refleja un claro m~nosprecio

de los derechos fundamentales, directrices de la edu­
cación que han de recibir la infancia y la juventud por
deseo constitucionalmente proclamado (art. 27.2). Lo
dicho hace que entrenen juego los límites que ,para
protegerlos marca la Constitución y, por lo mismo, el
respeto a la moral que contiene el Convenio de Roma
(art. 10.2; Sentencia del T.E.D.H. de' 7 de diciembre
de 1976, caso Handyside y STC 62/1982). En tal sentido
ilJcide también el Pacto (je Derechos Civiles y Políticos
de Nueva York, cuyo arto 20.2 establece que se prohíba
por Ley «toda apología del odio nacional, racial o religioso
que constituya una incitación a la discriminación, la hos­
tilidad o la violencia».

Es evidente que, vista así, la historieta nada tiene
que ver, ningún parentesco .guarda con una crónica del
pasado, careciendo de valor informativo alguno, sin que
tampoco lo tenga cultural en ninguna de sus facetas,
como se vio más arriba. Por otra parte, el propósito bur­
lesco, animus iocandi, al que niega eficacia exculpatoria
la Sentencia en el' plano de la legalidad, intangible para
nosotros, se utiliza precisamente como instrumento del
escarnio. Es posible que para algunós ciertas escenas
del folleto resulten cómicas por. su capacidad para pone,r
,en ridículo el sufrimiento, minimizando la abyección. Ese
tratamiento no encaja,' por supuesto, en el humor tal
y como se conoce en la preceptiva literaria. Lo que se
dice y lo que se tfibuja en el panfleto, rezuma crueldad
gratuita, sin gracia o con ella, hacia quienes sufrieron
en su carne la tragedia sin precedéntes del Holocausto,
muchos de los cuales -la inmensa mayoría~ nQ pueden
quejarse, pero otros aún viven, y también hacia sus
parientés, amigos o correligionarios o hacia cualquier
hombre o mujer. ,

La apología de los verdugos, glorificando su imagen
y justificando sus hechos, a costa de la humillación de
sus víctimas no cabe en la libertad de expresión- como
,valor fundamental del sistema democrático que procla­
ma nuestra Constitución. Un uso de ella que niegue la
dignidad humana, núcleo irreductible del derecho al
honor en nuestros días, se sitúa por sí mismo fuera
de la protección constitucional (SSTC 170/1994
y 76/1995). Un «cómic» como este, que convierte una
tragedia histórica en una farsa burlesca, ha de ser cali­
ficado como libelo, por buscar deliberadamente y sin
escrúpulo alguno el vilipendio del pueblo judío, con
menosprecio de sus cualidades para conseguir así el
desmerecimiento en la consideración ajena, elemento
determinante de la infamia o la deshonra. Es claro, por
lo dicho, que la Audiencia Provincial de Barcelona aplicó
el tipo delictivo desde la perspectiva, constitucional
adecuada. .

6. El ejercicio de la -libertad de expresión y del dere­
cho a la información no tiene otros límites que los fijados
explícita o implícitamente en la Constitución, que son
los demás derechos y los derechos de los demás.' Por
ello, se veda cualquier interferencia y como principal,
en este ámbito, la censura previa (art. 20.2), que his­
tóricamente aparece apenas inventada la imprenta, en
los albores del siglo XVI y se extiende por toda Europa.
En España, inicia esta andadura de libertad vigilada la
pragmática de los Reyes Católicos de 8 de julio de 1502,
seguida por. otras muchas a lo largo de tres siglos que
se recogerán a principios del XIX en la Novísima Reco­
pilación. Dentro de tal contexto histórico se explica que,
poco después, la Constitución de 1812 proclamara la
libertad «de escribir, imprimir y publicar ... sin necesidad
de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la
publicación» (art. 371 ),interdicción que repn;>ducen
cuántas la siguieron en ese siglo y en el actual e inspira _
el contenido de la nunca derogada Ley de policía de
imprenta de 26 de julio de 1883. Como censura, pues,

hay que entender, en este campo, al margen de otras
acepciones de la palabra, la intervención preventiva de
los poderes públicos para prohibir o modular la publi­
cación o emisión de mensajes escritos o audiovisuales.
La presión de ciudadanos o grupos de ellos para impedir
esa difusión, aunque consigaobtener el mismo resultado,
puede llegar a ser una intromisión en un derecho-ajeno,
con relevancia penal en más_ de un. caso y desde más
de un aspecto, pero no «Gensura» en el sentido que
le da la Constitución.

Tampoco encaja en este concepto la que a veces
ha dado en llamarse «autocensura», utilizada en algunos.
sectores -la cinematografía o la prensa-,' en algunos
países o en algunas épocas para regular la, propia acti­
vidad y establecer corporativamente ciertos límit,es. Más
lejos aún del concepto constitucionalmente proscrito
está la carga, con su cara y reverso de derecho-deber, - .
que permite e impone a los editores y directores un
examen o análisis de texto y contenidos, antes de su
difusión, para comprobar si traspasan, o no, los límites
de las libertades que ejercen, con especial atención a
los penales. Se trata de algo que, en mayor.o menor
grado, precede siempre a la conducta humana, reflexiva
y consciente de que el respeto al derecho ajeno es la
pieza clave de la convivencia pacífica. En tal sentido,
hemos dicho ya que la «verdadera censura previa» con­
siste en cualesquiera medidas limitativas de la elabo-'
ración o difusión de una obra del espíritu, especialmente
al hacerlas depender del previo examen oficial de su
contenido» (STC 53/1983). Por ello, el derecho de veto
que al director concede el arto 37 de a Ley de Prensa ,~

e Imprenta de 18-de marzo de 1966 no puede ser iden­
tificado con el concepto de censura prev¡-a (SSTC
171/1990 y 172/1990). Tampoco lo es'laautodisci­
plina del editor cuya función consiste en elegir él texto
que se propone publicar, asumiendo así los efectos posi­
tivos o negativos, favorables o desfavorables de esa
opción como puedan ser el riesgo económico y la res­
ponsabilidad jurídica.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese 'esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
-Estado».

Dada en' Madrid, a 'once' de diciembre de mil nove­
cientos noventa- y cinco.-José Gabaldón López, Presi­
dente; Fernando García-Mon y González-Regueral.-Ra­
f.ael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.......Tomás S. Vives
Aritón.~Firmadoy rubricado.

740 Sala Segunda. Sentencia 177/1995, de
11 de diciembre de 1995. Recurso de amparo
1.072/1993. Contra Auto de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del T.S.J. dé
Madrid, que confirma en súplica auto dictado
sobre ejecución de sentencia relativa a indem­
nización por residencia eventual. Extempora~

neida.d de la demanda: interposición de recur­
so improcedente. Voto particular.

La Sala Segunda del Tribunal- Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael


